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ASIINl'o

I{ccurso de agravio constitucional interpuesto por el Procurador Público del
(lobicrno l{eglonal de 'l'umbcs contra la resolución de fqas 348, de fecha 23 de agosto

tlc 2017, cxpedida por la Sala llspecialzacla en lo Civil de la Corte Superior de Justicia
dc l umbcs, clue declaró fundada cn pafte la demanda de autos.

U¡iI)A]\'II'N'I'OS

lir la sentencia cmitida cn cl Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial d/ Peruano el 29 de agosto de 2014, estc Tribunal estableció, en el

l'unrlanrcnto 49, con caráctcr de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
clcncgatoria. clictacla sin más trámite, cuando concurra alguno de los siguietrtes

supuostos, cluc igualmcntc cstál.t contenidos en el artículo 1l del Reglamento
Normatrvo clel 'l-nbunal ConstitLrcional, los cuales se prescntan cuando:

a) Carezca de ñlndamentación la supuesta vulneración que sc invoque.
b) La cuestión de Dcrccho contenida en el recurso no sea de especial lrascendencia

constitucional.
c) La cucstión dc Dclccho invocada contradiga un precedente clel 'Iribunal

(lonstituc ional.
d) Sc haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. Iin la scntcncia cmitida cn el Expediente 03908-2007-PA/TC, publicacla en el diario
olicial /i1 Pcruono el l 8 de mayo de 2009, el Tribunal Constitucional, en ejetcicio de

la lacultad conlenda por el artículo VII del Título Prelimrnar del Código Procesal
(lt¡n stitr,rcr on al, dc¡ó sin ef'ccto cl precedente establecido en el fundamento 40 de la
scntencia rccaícla cn el llxpediente 04853-2004-PA/TC, disponicndo quc cuando se

consiclcrc qllc una scntcncia estimatoria de segnndo gracio emrticia en un proceso de

habeas corpus, amparo, hctbeas data o cumplimiento contravcnga un precedente

r.inculantc cstablecido por el Tribunal, el mecanismo procesal aclecuaclo e idóneo

scrh cl inicro dc un nuevo proceso constitucional, mas no la interposiciór-r de un
rccurso clc agravio constitucional (RAC).
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l. Irn cl prcscnlc c¿iso, ¿r través del RAC se pretende la revisión o impugnación de una
scntencia cstimatot'ia dc segundo grado cmitida cn un proceso dc amparo que declaró
nukr el inlormc 09-2013/GOB.ltEG.'fUMBES-CR-CI, de fecha 3 de diciembre de
2013, y ordcnó a la comisión investigadora confonnada por cl Conscjo Rcgional dc
'l'utnbcs, o los integrarltes quc eslime el refericlo consejo, que según sus atribuciones
rcinicic su lrabajo observando las directivas contcnidas cn dicha rcsolución, referidas
al rcspcto de las garantías clel clerecho constitucional al clebrclo proceso. De este
lroclo, se contradice el precedente establecido cn la sentencia emitida en el
lrxpcdicnte 03908-2007-PArTC.

4. Iin consecuencra, y de 1o expueslo en los fundamentos 2 y 3 supra, se veriflca que el
presentc recurso de agravio ha incurrido en la causal dc rcchazo prevista en el acápite
c) rlcl lundamento 49 de la sentencia emitida en e[ lxpediente 00987-2014-PA/TC y
cn cl inciso c) del aftículo 1l del Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional.
Por csta razón, con'esponde declarar, sin más trámite, improcedente el recurso de
agl'il!r() c()nst ¡luciotlal.

I)or cstos firndamentos, cl Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere
la (bnstitucitin Politica del Perú, y el fundamento de voto de Ia magistrada Ledesma
Narvácz, que sc agrega,

ITESU ¡lr,Vtt

I)cclarar IMPROCIII)úINI'FI, cl rccurso de agravio constitucional

l)ub liclr-rcsc v notifiquese

SS.

ITAN{OS NÚÑ
I-EI)TISf,'IA \ARVÁEZ
I.]SPI NOSA-SALDAÑA BARRERA
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FUNDAMENTO DE VOTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVAEZ

Si bien concuerdo con declarar la improcedencia del recurso agravio constitucional de

autos, no obstante, debo realizar las siguientes aclaraciones a los fundamentos de la
resolución, a efectos de precisar mi posición acerca de la procedencia en general del
recurso de agravio constitucional, pues en mi concepto éste no solo está habilitado
contra resoluciones que declaran infundado o improcedente una demanda

constitucional, sino además contra resoluciones estimatorias. Mis razones son las

siguientes:

En la sentencia del Expediente 05811-2015-PHC/TC, caso Nadine Heredia, el

Tribunal Constitucional resolvió que "en aplicación del artículo 201, de una

interpretación sistemática del arlículo 202 de Ia Constitución y conforme a lo
expuesto en los párrafos precedentes, es competente para revisar, vía recurso de

agravio constitucional, específicas sentencias estimatorias en los siguientes casos:

a) tráflco ilícito de drogas, b) lavado de activos; y, c) terrorismo". Además de tales
disposiciones constitucionales, el Tribunal se fundamentó en los arlículos 35,43,
44, 61, 84 y 139 de la Constitución. Los argumentos que justificaron tal revisión
excepcional son los siguientes:

Sobre la procedencia del recurso de agravio constitucional excepcional por
vulneración del orden constitucional

A través de la STC 02748-20IO-HC/TC y la STC 0l7l l-2014-HC/1'C, el I'ribunal
Constitucional estableció como docffina jurisprudencial vinculante la procedencia
del recurso de agravio constitucional a fin dc que esta instancia revise, en forma
excepcional, la sentencia estimatoria emitida en un proceso constitucional
destinado a la revisión judicial de procesos penales sobre lavado de activos, entre
otros casos.

2. Sobre el particular, cabe mencionar quc la responsabilidad principal de un
Tribunal Constitucional es asegurar una interpretación del ordenamiento jurídico
oonforme a la Constitución. Lo previsto en la Constitución y lo que se desprende
razonablernente de ella es, sin duda alguna, el punto de partida y, a la vez, el

parámetro a la labor de todo intérprete vinculante de la Constitución.

3. Ahora bien, lo señalado implica tener presente varios aspectos, entre ellos que Ia
Constitución contiene un conjunto de disposiciones que no pueden ser

comprendidas de manera aislada entre sÍ. Por lo mismo, las diferentes
disposiciones constitucionales deben ser leídas de manera sistemática, ya sea con
otras disposiciones constitucionales o con disposiciones recogidas en tratados de

los cuales el Perú es parte.

4. En este sentido, conviene tener presente lo señalado en Ia Cuatla Disposición
Final y Transitoria de la Constitución, la cual obliga a desarrollar una
comprensión de esta misma Constitución y del ordenamiento jurídico peruano de

acuerdo con lo establecido en los tratados sobre derechos humanos de los cuales

el Perú es par1e. A ello debe añadirse como también cuenta en esta interpretación
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la j urisprudencia enitida por los organismos con interpretación vinculante de esos

tratados, tal como bien lo señala el artículo V det Título P¡eliminar del Código

Procesal Constitucional.

5. En esa misma línea de pensamiento, existen pronunciamientos del Tribunal
Constitucional donde incluso se ha dicho que una interpretación literal y aislada

de una disposición constitucional puede más bien ser una alternativa
inconstitucional. En ese tener lo resuelto en la STC 05854-2005-AA, caso Lizana
Puelles. En esa sentencia este Tribunal Constitucional procede a realizar una

interpretación sistemática de lo previsto en varias disposiciones constitucionales y
de lo recogido a nivel convencional, para luego asi habilitar una interpretación
donde no se deja exenta de control de constitucionalidad la actuación del Jurado

Nacional de Elecciones en materia electoral.

6. Precisamente, cuando este Tribunal afirmó (STC 02663-2009-HC|TC,
fundamento 9) que "en aplicación del artículo 201 de la Constitución, más allá de

Ios supuestos establecidos en el artículo 202 de la misma, es competente Dara
en ras estrmatoflas ue ba oel etexto de

ciertos derechos fundamentales. convaliden la wlneración real de los misnros o
ue se ha ducido un abuso de derecho o

licación fiaudulen todo ello, en abierta contravención de

los dispositivos. principios y valores materiales de la Constitución", realizó una

interpretación del inciso 2 del artículo 202 según el principio de unidad de la
Constitución.

7. De otro lado, no debe descartarse aá lr¡¡7io que una sentencia estimatoria de

sesundo srado nueda ser lesiva de o bienes constitucionales. Su calidad de

t1 no lm lica necesariamente ue sea conforme a la
al ntrol arte del Tri

a Íavés del recurso de aqravio constitucionall más aún. cuando se trata de

preservar el orden constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de este

Tribunal, dicho recurso procede también, inclusive cuando se trate de sentencias
estimatorias de segundo grado, de manera excepcional, en los siguientes casos: a)

tnífico ilícito de drogas, b) lavado de activos, c) terrorist.no (STC N." 01711-2014-
PHC/TC, FJ 4).

2. De lo expuesto, es evidente que la ratio decidendi de la decisión de procedencia
excepcional del recurso de agravio constitucional contenida en la sentencia del
Expediente 05811-2015-PHC/TC, es que dicho recurso proceda en aquellos casos

en quc se acuse que una selltencia estimatoria de segundo grado vulnere o lesione el
orden constitucional.

3. Si bien tal vulneración del orden constitucional por una sentencia de segundo grado

ha sido circunscrita por el Tribunal Constitucional a los casos de tráf,rco ilícito de

drogas, lavado de activos y terrorismo, estimo que, con igual o mayor razón, cabe
asumir que el recurso de agravio constitucional proceda excepcionalmente
también en los casos en que se alegue que una sentencia estimatoria de
segundo grado ha contravenido un precedente vinculante o doctrina
jurisprudencial vinculante del Tribunal Constitucional o cuando por la
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naturaleza del caso concreto se evidencia una grave afectación a disposiciones

constitucionales, en la medida que dichos supuestos representan vulneraciones
al orden constitucional (afiículos 1,38,45,51 y 201, entre otros).

4. Adcmás, una intelpretación restrictiva y aislada de la expresión "denegatorias"

contenida en el artículo 202, inciso 2, de Ia Norma Fundamental, podría afectar el

principio de igualdad procesal (artícu1os 2, inciso 2, y 139, inciso 3, de la
Constitución), así como del derecho de acceso a los recursos (artículo i39, inciso 3,

dc la Constitución), pues se impediría el acceso del demandado (Estado o

particular) al recurso de agravio constitucional en aquellos supuestos en que se haya

visto af'ectado por Lrna sentencia estimatoria de segundo grado.

5. De ahí que, contbrme a lo expuesto. estimo que habiéndose señalado la manera

correcta en que se debe interpretar los artículos 201 y 202, inciso 2, de la Norma
Fundamental y, consecuentemente, el artículo 18 del Código Procesal

Constitucional, mi posición es quc sí corresponde evaluar la procedencia del
recurso de agravio constituaional cuando se advieúa casuísticamente que la
resolución estimatoria de segundo grado ponga en ricsgo el acatamiento a un
precedente del Tribunal Constitucional, su doctrina jurisprudencial o al orden
constitucional.

En consecuencia, habiendo aclarando mi posición sobre la procedencia en general del
recurso de agravio constitucional, suscribo la resolución de autos en vista que la
controversia que ha subido en grado no se refiere a la inaplicación de un preccdente del
Tribunal Constitucional, su doctrina jurisprudencial o a una grave afectación a

disposiciones constitucionales.

Lo que ce¡tlflco:
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